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RESOLUCIÓN  

 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016.  

Comparecen los peticionarios del epígrafe a fin de controvertir 

la determinación del Tribunal de Primera Instancia, mediante la cual 

denegó su petición de desestimación por falta de legitimación activa 

del pleito subyacente al presente recurso. Su planteamiento consiste 

en que el recurrido, Oriental Bank, carece de legitimación activa 

porque su demanda está fundamentada en un pagaré sin endoso que 

fue emitido a favor del Banco Bilbao Vizcaya Argentaria (BBVA). 

Denegamos. 

El auto de certiorari es un vehículo procesal extraordinario 

mediante el cual un tribunal de mayor jerarquía puede rectificar 

errores jurídicos en el ámbito provisto por la Regla 52.1 de 
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Procedimiento Civil de Puerto Rico, 32 LPRA Ap. V, R. 52.1 (2009); 

Pueblo v. Colón Mendoza, 149 D.P.R. 630 (1999); espacio que a su 

vez queda sujeto a los criterios dispuestos por la Regla 40 del 

Reglamento de este Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-A, 

R. 40. La función de un tribunal apelativo frente a la revisión de 

controversias por vía de certiorari requiere valorar la discreción del 

foro de primera instancia y predicar su intervención a la 

determinación de si está comprendida en los contornos del referido 

auto y a si la acción del foro recurrido constituyó un abuso de 

discreción; en ausencia de tal abuso o de acción prejuiciada, error o 

parcialidad, conviene no intervenir con sus determinaciones. Zorniak 

v. Cessna, 132 DPR 170 (1992); Lluch v. España Service Sta., 117 

DPR 729 (1986).  

De otra parte, el propósito de la doctrina de legitimación activa 

es que el tribunal se asegure de que el promovente de una acción 

tenga un interés genuino en la resolución de la controversia. PIP v. 

ELA et al., 186 DPR 1 (2012). El Tribunal Supremo ha reiterado que 

una persona satisface el requisito de legitimación para presentar una 

reclamación cuando ha sufrido un daño claro y palpable; el daño es 

real e inmediato, no abstracto e hipotético; existe una conexión entre 

la acción ejercitada y el daño sufrido; y la causa de acción surge al 

amparo de la Constitución o de una ley. Lozada Tirado, et al. v. 

Testigos de Jehová, supra, pág. 924; Col. Peritos Elec. v. A.E.E., 150 

DPR 327, 331 (2000); Asoc. Maestros P.R. v. Srio. Educación, 137 

DPR 528, 535 (1994); Noriega v. Hernández Colón, 135 DPR 406 

(1994). Al cuestionarse la legitimación activa de una parte “el 

juzgador debe tomar como ciertas las alegaciones del reclamante e 
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interpretarlas desde el punto de vista más favorable a éste”. Crespo v. 

Cintrón, 159 DPR 290, 299 (2003). En aras de promover el acceso al 

foro judicial, los requisitos de la legitimación activa se han 

interpretado de forma liberal y flexible. Id.  

En el presente caso, el foro recurrido determinó como cuestión 

de hecho que los pagarés en controversia advinieron en posesión de 

Oriental Bank junto a todos los derechos y obligaciones de BBVA, 

por virtud del documento llamado Plan of Merger and Merger 

Agreement, Apéndice, en la pág. 155. Dicha circunstancia, al margen 

de la calidad de tenedor jurídicamente atribuible al recurrido con 

respecto a los pagarés involucrados, comporta de suyo la existencia 

concreta de un interés genuino en la resolución de la controversia, a la 

vez que demuestra la prevalencia de un daño real vinculado con la 

acción legal en cobro de dinero pendiente. Por tanto, en la medida en 

que tal determinación no constituyó un abuso discreción, ni el rechazo 

a la petición de desestimación una actuación parcial, prejuiciada o 

errónea, corresponde abstenernos de intervenir con la Resolución aquí 

impugnada, a fin de permitir que el caso continúe su curso ante el 

Tribunal de Primera Instancia.  

Por los fundamentos expresados, se deniega el auto de 

certiorari solicitado.   

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 

 

 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


